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INTERVENCION PRESIDENTE DEL GRUPO DE TRABAJO DE LA OEA SOBRE PROBIDAD Y ETICA CIVICA, EN SU PRIMERA REUNION: 28/9/00


Permítanme, en primer término, darles la bienvenida y agradecer la presencia de todas y cada una de las delegaciones presentes en esta primera reunión del Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica.


A través de las labores que hoy iniciamos nos cabe la responsabilidad y la gran tarea de cumplir con los mandatos que le fueran encomendados a este Grupo de Trabajo en la resolución AG/RES. 1723, aprobada en el trigésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, reunida el pasado mes de junio en la ciudad canadiense de Windsor.


Está de más repasar en detalle el contenido de dicha resolución, pues la mayor parte de quienes estamos hoy presentes recordamos cómo fue su génesis y el desarrollo de las negociaciones que llevaron a su adopción en este ámbito y en los diversos órganos de la OEA a los que fue elevado.


Sí corresponde, en cambio, reflexionar sobre los aspectos sustanciales de dicha resolución, que determinarán el derrotero que seguirá este Grupo de Trabajo en su plan de acción.


En ese sentido, y sin apelar a otras prioridades que las fijadas por el propio texto resolutivo aprobado por los ministros de relaciones exteriores de nuestros países reunidos en la cita de Windsor, existe una delimitación temporal para que el Consejo Permanente, a través de este Grupo de Trabajo, “analice los mecanismos de seguimiento existentes, a nivel regional e internacional, con miras a formular una recomendación antes de fin de año, sobre el modelo más apropiado que podría ser utilizado por los Estados Partes, si lo consideran pertinente, para el seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción.” “Dicha recomendación, agrega el resolutivo, será transmitida a los Estados Partes de la Convención, los cuales determinarán el curso de acción que consideren más apropiado.”


Al abordar este cometido, se impone comenzar con un análisis de los mecanismos institucionales de seguimiento existentes en el ámbito regional e internacional; específicamente, el correspondiente al Mecanismo de Evaluación Multilateral, que funciona en el marco de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD), organismo especializado de la OEA, así como los relacionados directamente con el combate contra la corrupción en el Consejo de Europa y en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).


Para dicho análisis contaremos con un material introductivo preparado por la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, que incluye copia de los instrumentos mencionados precedentemente, y que será seguido –en la siguiente reunión del grupo- de un cuadro comparativo de dichos mecanismos, cuya elaboración también está llevando a cabo la referida Subsecretaría. En la próxima reunión de este Grupo tendremos, si las diversas delegaciones así lo estiman procedente, la participación de autoridades pertenecientes a CICAD, Consejo de Europa y OCDE, de modo que puedan relatar sus experiencias en dichos mecanismos, así como responder a los interrogantes que les planteen las señoras y los señores delegados, en esa oportunidad.


La tarea que nos impone este mandato es de singular importancia, por los aspectos que involucra, y de grandes dimensiones, por los esfuerzos y atención que requerirá de parte de las diversas delegaciones para su acabado cumplimiento. Definiciones en torno a aspectos tales como naturaleza jurídica y estructura de tal mecanismo, su integración, funcionamiento, producción y revisión de los respectivos informes nacionales, determinación de la frecuencia de su presentación, financiamiento del mecanismo y, por sobre todo, una definición y consenso claros respecto de los objetivos perseguidos con su implementación.


Simultáneamente, este Grupo de Trabajo deberá abocarse a la consideración y tratamiento de los temas especificados en los párrafos séptimo y octavo de la citada resolución 1723. Precisamente, el tema de la “responsabilidad social corporativa” será motivo de estudio para precisar “su alcance y contenido en el contexto interamericano, conocer y difundir las experiencias nacionales e internacionales desarrolladas para abordar el tema, y fomentar el intercambio de información y experiencias entre los Estados Miembros y las instituciones financieras internacionales, otras organizaciones internacionales, el sector privado y organizaciones de la sociedad civil”.


Este mandato nos impone un ejercicio de análisis detenido sobre un asunto cuyo contenido y alcance nos corresponderá precisar. El creciente interés que la comunidad internacional ha demostrado en la erradicación de la corrupción es parte del proceso de redefinición de las funciones que le corresponden a los diversos sectores de la sociedad involucrados en esta lucha. Si bien no existe una definición unánimemente aceptada sobre “responsabilidad social corporativa”, esta referencia involucra aspectos tales como el proceso de toma de decisiones a nivel comercial y financiero, su necesaria vinculación con los valores éticos, la observancia de las normas legales, el respeto por el público en general, por la comunidad y por su ecosistema. Las experiencias nacionales e internacionales para abordar el tema serán insumos destacados en esta tarea.


Otra responsabilidad asignada a este Grupo de Trabajo está contenida en el párrafo octavo de la resolución 1723, que nos encomienda –en el marco del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción- abordar una serie de temas que, por su trascendencia, desarrollo y marcos de acción, no pueden enfocarse aisladamente, sino en el contexto de herramientas que asistan a nuestros países en el proceso de implementar la Convención Interamericana contra la Corrupción y en hacer efectiva la lucha cotidiana en la que están inmersas nuestras sociedades para erradicar este flagelo.


Con el alcance y aplicación que acuerden las delegaciones, más siempre con la divisa de combatir la corrupción, es posible encarar diversas iniciativas en aspectos tales como Capacitación de los funcionarios del sector público; intercambio de experiencias de las instituciones nacionales involucradas en la lucha contra la corrupción; análisis de las políticas nacionales en materia de compras públicas de bienes y servicios; políticas nacionales y normas legales relacionadas con incompatibilidades y conflictos de intereses en el ejercicio de la función pública; y, finalmente, realizar un ejercicio efectivo que trascienda la mera recopilación para buscar una aplicación práctica, ejemplar y educadora en el análisis de las legislaciones penales en materia de corrupción y delitos conexos.


En la enumeración de los mandatos asignados a este Grupo no debe escapar a nuestra atención la consideración del establecimiento de un fondo específico voluntario para financiar las actividades destinadas a brindar el apoyo institucional que los Estados Partes requieran para la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción. El punto de partida debería estar dado por las experiencias desarrolladas por la OEA en este ámbito. Específicamente, la nómina y las disposiciones que regulan el establecimiento y utilización de fondos específicos voluntarios en esta Organización. Indudablemente, esto puede convertirse en una herramienta de no poca importancia a la hora de llevar a la práctica medidas concretas impulsadas por nuestros países, en el marco de la Convención Interamericana, y sin perder de vista, desde luego, el Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción.


Otra empresa que nos corresponde acometer, por exigencia de la resolución 1723 y por convencimiento de su utilidad, es continuar promoviendo desde esta Organización el intercambio de experiencias e información con los organismos internacionales, el sector privado y las organizaciones de la sociedad civil, entre otras entidades pertinentes, a fin de coordinar, fortalecer e identificar actividades de cooperación en la materia, entre los Estados miembros. En la ejecución de este mandato, que en gran medida reposará en la Secretaría General, deberemos tener en cuenta las posibilidades y potencialidades de dicha interacción, así como la metodología más adecuada para llevar a la práctica ese cometido.


La creciente vinculación que se ha venido estableciendo con el proceso de Cumbres Hemisféricas a partir de Miami, también ha generado referencias y mandatos específicos para la Organización de Estados Americanos, y a través de ella para nuestros Estados, en el combate contra la corrupción. En esa interconexión que se ha prolongado en Santiago de Chile y que promete expandirse en Quebec, este Grupo de Trabajo está en condiciones de proveer insumos al proceso de Cumbres, reafirmando el papel que nuestra Organización viene cumpliendo desde la adopción de la Convención Interamericana contra la Corrupción, en 1996.


Permítaseme, a nombre de todas las delegaciones, invitar y agradecer de antemano los aportes y eventual apoyo en las labores de este Grupo, del Comité Jurídico Interamericano, un órgano del sistema que se ha tornado imprescindible a la hora de orientar el pensamiento jurídico en este hemisferio.


Descuento de antemano, la asistencia, los informes y el asesoramiento que la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, de la Secretaría General de esta Organización, a través de sus Departamentos de Cooperación y Difusión Jurídica y de Derecho Internacional, proporcionará a este Grupo de Trabajo, con el nivel de excelencia y profesionalismo al que ya nos tiene acostumbrados. Y por cierto, también valorar anticipadamente la colaboración que nos brindarán las diversas instancias dependientes de la Secretaría General en el cumplimiento de nuestros trabajos.


Finalmente, una reflexión. En un momento en el que el papel de las Organizaciones internacionales es objeto de discusión, redefinición y actualización, nos corresponderá también a nosotros la responsabilidad de contribuir a una definición en torno de la eficacia de la OEA, en este caso, en el terreno del combate contra la corrupción. 


No debemos olvidar que la fuerza motora y el espíritu ejecutor no reposa en los organismos internacionales en sí, sino en sus propios Estados miembros, responsables últimos del suceso y del fracaso de las iniciativas emprendidas; y sobre los cuales recae, en última instancia, el juicio de los pueblos y, con él, el reconocimiento permanente o el olvido eterno de las generaciones por venir.

